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León, Guanajuato, a 19 diecinueve de enero del año 2018 dos mil dieciocho. 
V I S T O para resolver el expediente número 0575/1erJAM/2017-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del SISTEMA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE LEÓN, GUANAJUATO, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 18 dieciocho de mayo del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes, de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando el acto de reclamarle de ilegales e improcedentes conceptos de cobro y apercibimientos contrarios a la Ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 23 veintitrés de mayo del año 2017 dos mil diecisiete, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y la prueba documental exhibida y descrita en los puntos 01 uno y 02 dos del capítulo de pruebas de la demanda, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; previo a  acordar sobre la prueba de informe, se requirió a la parte justiciable para que en el término de 05 cinco días precisar los hechos sobre los que versaría la prueba y en cuanto a la suspensión del acto impugnado, se le concedió el término de 03 tres días para garantizar el interés fiscal. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . .  
Contestación de la demanda y admisión de pruebas.
TERCERO.- El 02 dos de junio del año 2017 dos mil diecisiete, la autoridad presentó escrito de contestación de la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 07 siete del mismo mes y año, se le tuvo contestándola en tiempo y forma, admitiéndosele las pruebas documentales aceptadas a la parte actora en el auto de radicación y la ofrecida en el punto 01 uno del capítulo de pruebas de la contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; y, a la parte actora se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el auto de radicación, no admitiéndosele la prueba de informe; además, se fijó fecha y hora para que la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ofrecimiento de prueba superviniente.

CUARTO.-  El  06 seis de julio del año 2017 dos mil diecisiete, el autorizado de la parte actora presentó una promoción ofreciendo como prueba superviniente una nota periodística publicada en el diario am; y, por auto del día 10 diez del mismo mes y año, no se le admitió dicha probanza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Celebración de la audiencia de alegatos.

QUINTO.- El 18 dieciocho de julio del año 2017 dos mil diecisiete, a las 12:00 doce horas, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes, en la que se tuvo a los autorizados de las partes presentando escrito de alegatos, recibidos antes del inicio de esta audiencia, haciéndole saber a las partes que se emitiría sentencia en cuanto a las labores del juzgado lo permitieran. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Petición de sentencia.

SEXTO.- El 20 veinte de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, el autorizado de la parte actora presentó una promoción solicitando se dictara sentencia en el presente proceso; y, por auto del día 25 veinticinco del mismo mes y año,  se le dijo que se emitiría en cuanto a las labores del juzgado le permitieran; y, en este momento se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso, por impugnarse actos administrativos imputados al Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Precisión y existencia de los actos impugnados.
SEGUNDO.- Que realizando un estudio integral de la demanda y sus anexos se advierte que la parte actora impugna el cobro del crédito fiscal por la cantidad de $33,295.00 (treinta y tres mil doscientos noventa y cinco pesos 00/100 moneda nacional), que consta en el recibo (…) crédito fiscal integrado por los siguientes conceptos: saldo anterior, impuesto al valor agregado del saldo anterior, consumo agua, drenaje, recargos, impuesto al valor agregado y recargos de documentos, así como la orden de suspensión del servicio y su ejecución, todos respecto de la cuenta (…). Y, la existencia de los actos impugnados se encuentra acreditado en autos de esta causa administrativa, con el original del referido recibo, probanza que obran en el este sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia.
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad en la contestación de demanda señala que se actualiza la causal prevista en la fracción I  del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que a la parte actora no se le afecta su interés jurídico y que le corresponde acreditar que el acto combatido le causa un menoscabo o perjuicio en sus derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que se ACTUALIZA, sólo respecto al acto consistente en el apercibimiento de cancelación del contrato de servicios que organismo tiene celebrado con la demandada, en mérito de las siguientes razones: 
El artículo 261, fracción I, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, dispone en la parte que interesa: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 261. El proceso administrativo es improcedente contra actos o resoluciones:

I.- Que no afecten los intereses jurídicos del actor;”
Conforme esta fracción, el proceso administrativo resulta improcedente cuando de las constancias procesales se advierta que el acto impugnado por sí mismo no afecta el interés jurídico del actor. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En este contexto, es cierto que la parte impetrante tiene el derecho subjetivo a que se le proporcionen los servicios públicos de agua potable y el de drenaje, también es verdad que en el recibo que obra en el sumario sólo existe una advertencia al expresarse “…su contrato de servicios será cancelado, no pierda tiempo. ¡pague ahora mismo!”; ahora bien, las advertencias no crean obligaciones, sino sólo hacen una llamada de atención respecto de las ya existentes, según lo sostienen los doctrinitas Jorge Fernández Ruiz y Santiago López Acosta, en su libro “Derecho Administrativo del Estado de Guanajuato”, pagina 158, Editorial Porrúa, Edición 2008. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, la advertencia tiene consecuencias jurídicas futuras e inciertas, porque la cancelación del contrato de servicios se deja condicionada al incumplimiento de la obligación de pago, de ese modo, la amenaza no implica una afectación a la esfera jurídica del justiciable, toda vez que a la fecha no se han materializado sus efectos, razón por la cual, se actualiza la causal de improcedencia contemplada por la fracción I del artículo 261 pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, lo procedente es sobreseer el proceso sólo respecto del intento de cancelar el contrato de servicios, conforme a lo dispuesto por la fracción II del artículo 262 del mismo ordenamiento jurídico. . . . . . . 

De autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que es procedente el estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . 
Análisis de los conceptos de impugnación.
CUARTO.-  Que la parte actora en el primer concepto de impugnación de la demanda expresa que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 
1.- El principio de legalidad tributaria exige que toda contribución, incluyendo sus elementos como son sujeto, objeto, procedimiento para el cálculo de la base,  tasa o tarifa, forma y época de pago, deben establecerse en una Ley emanada de la respectiva legislatura; que las cargas tributarias deben establecer los elementos que las integran para no dar margen a la arbitrariedad de las autoridades exactoras en sus determinaciones, por tanto, debe ser el legislador y no la autoridad administrativa quien establezca los elementos esenciales de las contribuciones (sujeto, objeto, base,  tasa, tarifa, lugar, forma y época de pago). . . . . . . .  . . . . . . . . 
2.- Los tributos se prevean en la Ley y de manera específica sus elementos esenciales, para que el gobernado pueda conocer de forma cierta de contribuir al gasto público que un cumplimiento defectuoso tiende a generar actos de molestia, a la emisión de sanciones que afectan su esfera jurídica, por ello los conceptos confusos o indeterminables para definir los elementos constituíos de un tributo, generan inseguridad jurídica como ocurre con los conceptos de cobro, específicamente: Saldo anterior, I. V. A. del saldo anterior, drenaje, recargos de documentos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
3.- Las contribuciones son establecidas en la ley, por recibir servicios que presta la demandada, que se regulan de acuerdo con lo dispuesto en el Código Territorial del Estado, el Reglamento del Organismo Operador y se pagarán de  conformidad a las cuotas, tasas y tarifas que establezca la Ley de Ingresos del Municipio, lo que no ocurre con los conceptos de cobro aludidos, por los supuestos servicios públicos (inexistentes) reclamados en pago en la figura tributaria de derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En tanto, la autoridad en la contestación de demanda no aduce razonamiento alguno tendente de desvirtuar esta causa de ilegalidad. . . . . . . . . . . . 

Es INFUNDADO este concepto de impugnación, en atención a las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, el Congreso del Estado como órgano legislativo local -poder legislativo- en ejercicio de la atribución que tiene reservada estableció en el Código Territorial para el Estado y los Municipios de Guanajuato, las contribuciones que el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, cobra por concepto de derechos fiscales por la prestación de los servicios públicos de agua potable, de drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, además prevé los sujetos, objeto, base y época de pago; mientras que en la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2017 y en ejercicios anteriores, se prevén las cuotas o tarifas que se cobrarán de acuerdo al tipo de uso del servicio; por esta razón, en la especie, con la emisión del acto impugnado no se viola el principio de legalidad tributaria. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otro lado, en cuanto al argumento expresado por la parte actora en el sentido de que los conceptos de cobro: Saldo anterior, Impuesto al  Valor Agregado del saldo anterior, drenaje y recargos de documentos, son servicios públicos inexistentes cobrados bajo la figura tributaria de derechos fiscales, no le asiste la razón a la parte actora, por las razones siguientes: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .  
El concepto de cobro de saldo anterior, de acuerdo al objeto y facultades que tiene el encomendadas el Organismo Operador, se entiende que es la diferencia entre los servicios públicos prestados pagados y los no pagados, es decir, el cumulo de derechos fiscales dejados de pagar; Impuesto al Valor Agregado del saldo anterior, es un concepto cobrado por la retención de un impuesto federal que se realiza en la prestación del servicio de suministro de agua para uso no doméstico, en términos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado; y, recargos de documentos, no es un tributo, sino que es el cobro de una indemnización por falta de pago oportuno de un crédito fiscal -concepto principal-, conforme a la tasa que señale anualmente la Ley de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, el servicio público de drenaje se encuentra contemplado en el artículo 16, fracción II, inciso a), de las Leyes de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2015 dos mil quince al Año 2017 dos mil diecisiete, esto considerando 26 veintiséis meses anteriores al mes de abril de 2017 dos mil diecisiete; numeral que ha conservado el mismo texto en cada Ley, en la parte que interesa dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 16.- Los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, se causarán y liquidarán conforme a lo siguiente:

II.- Servicio de alcantarillado:

a).- El servicio de la red de alcantarillado sanitario se cubrirá por los usuarios industriales, así como por los usuarios que utilicen suministro de agua alterno al del SAPAL o del SAPAL-Rural, a una tasa del 20% sobre el consumo mensual de agua o volumen convenido o descargado o estimado por el SAPAL o el SAPAL RURAL, de conformidad con las tarifas aplicables.” 

A fin de desentrañar, esclarecer o revelar el sentido de este artículo en cuanto al alcance y significado de la frase “servicio de la red de alcantarillado sanitario”, se puede emplear cualquier método de interpretación jurídica, según lo dispone el artículo 5 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De esta manera, interpretando armónicamente la primera parte de los citados artículos en relación con el inciso a) de su fracción II, podemos deducir que esta norma jurídica fiscal, contempla tres tipos de servicios públicos a saber: a).- El agua potable; b).- El drenaje y alcantarillado; y, c) El tratamiento y disposición de sus aguas residuales. Ocupándonos en este caso sólo del servicio señalado en segundo lugar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, analizando la primera parte de esta disposición jurídica, se advierte que establece los “servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales” y su fracción II, contempla el servicio de alcantarillado, mientras que su inciso a) se refiere al servicio de la red de alcantarillado sanitario, sin especificar qué se refiere al drenaje, de ese modo, interpretando armónicamente este precepto legal como una unidad, se desprende que la intención perseguida por el Legislador Local al expedir esta norma jurídica, es en el sentido de que la materia gravable, es el uso de la red de drenaje -bien sujeto al régimen de dominio público Municipal-, por ello, se refiere a la red de drenaje y alcantarillado, ya que no pretende contemplar dos servicios públicos diferentes, por las siguientes razones fundamentales: . . . . . . . . . . . . . . . . . 

1.- El sistema de drenaje y alcantarillado se compone de varios elementos, tales como tuberías, conexiones, anillos y obras accesorias: descargas domiciliarias y pluviales, pozos de visita, estructuras de caída, sifones y cruzamientos especiales; infraestructura necesarias para recibir, conducir, ventilar y evacuar las aguas residuales domésticas e industriales y pluviales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

2.- En la ciudad tenemos un sistema de drenaje y alcantarillado diseñado para recolectar las aguas residuales domésticas e industriales y pluviales, por ello, tenemos que los elementos que lo componen se organizan en dos estructuras:    a).- La red de alcantarillado, que se integra por el conjunto de alcantarillas sobre las vialidades públicas y sus tapas; y, b).- La red de drenaje se forma por el conjunto de tuberías subterráneas en la que se descargan las aguas residuales para conducirlas a la planta de tratamiento municipal. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
De ese modo, no existe impedimento para denominar al servicio público como drenaje o de alcantarillado sanitario, ya que la infraestructura hidráulica municipal para recolectar y conducir las aguas residuales domesticas e industriales resultantes del uso del servicio de agua potable o de la explotación de aprovechamientos concesionados, así como de las aguas pluviales, desde el lugar en donde se generan hasta el sitio en que se tratan, se le denomina red de alcantarillado, red de drenaje o red de saneamiento; pues, la contribución se fija y se cobra por el uso de la infraestructura de la red de tuberías y construcciones usada para la recolección y conducción de las aguas residuales industriales causadas por el proceso o actividad industrial de la fábrica descargadas al drenaje, entre otras. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto resulta, que el legislador cuando contempla tarifas para el cobro del servicio de alcantarillado sanitario se refiere a las redes de drenaje y alcantarillado sanitario, porque lo que se grava es el uso de la infraestructura de esa red de tuberías; pues, de no ser así, el Legislador no hubiese contemplado en la  primera  parte  del  artículo  16,  el  término  “drenaje”,  motivo  por  el  cual  debe entenderse el servicio como de drenaje y alcantarillado. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
En el anterior contexto, el cobro del concepto de drenaje que se realiza en el recibo que nos ocupa ahora, no contraviene el principio de legalidad tributaria contemplado en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que los derechos tributarios por descargas de aguas residuales industriales en la red de drenaje -bien de dominio público-, se cobran por el uso o aprovechamiento de su infraestructura hidráulica, considerando el consumo mensual de agua o volumen convenido o descargado o estimado por el organismo operador, de conformidad con las tarifas aplicables; por ende, en la especie, la hipótesis de causación es la misma, independientemente de que se le llame servicio de alcantarillado o servicio de drenaje, la materia gravable es el uso o aprovechamiento de la red de tuberías que reciben y conducen las aguas residuales descargadas, al sitio donde se dará el tratamiento que corresponda. . . . .
Por tanto, no existe impedimento en llamarlo servicio de alcantarillado o servicio de drenaje, pues hay una necesaria relación entre ambos, por eso también se le denomina sistema de drenaje y alcantarillado, de ahí resulta que el cobro del servicio de drenaje se encuentra contemplado en el artículo16, fracción II, inciso a), de las Leyes de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2015 dos mil quince al Ejercicio Fiscal del Año 2017 dos mil diecisiete, dado que estos años comprenden el periodo de 26 veintiséis que indica el justiciable en la demanda, estos es, se dejó de pagar los derechos fiscales a partir de marzo de 2015 dos mil quince al mes de abril de 2017 dos mil diecisiete; y, no se contraviene el principio de legalidad tributaria. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .  
En el segundo concepto de impugnación de la demanda la parte actora alega que no obstante presumirse la obligación de la actora, del pago de los servicios públicos supuestamente recibidos y que le son reclamados indebidamente en pago; y, es de considerar que la demandada se encuentra obligada a demostrar la real prestación de los mismos, acreditando en primer término: la existencia del tributo que le cobra, en la ley fiscal respectiva, la base, cuota, tasa o tarifa aplicada, el procedimiento de cálculo y demás, amén de la acreditación de la prestación del consumo de agua, I. V. A. En el tercer concepto de impugnación de la demanda la parte actora aduce que a todos los reclamos que no corresponden a cobro de derechos por la prestación de servicios públicos, es menester demostrar si se trata de contribuciones especiales, que de igual forma es necesario acreditar su procedencia legal; así las cosas, estima conculcados sus derechos, violentadas su garantías individuales, incumplidos los principios que rigen la función pública que impacta desfavorablemente en su esfera jurídica, motivo por el cual combate dicho acto que le agravia, en los términos propuestos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tanto, la autoridad en la contestación de demanda no aduce razonamiento alguno tendente de desvirtuar esta causa de ilegalidad. . . . . . . . . . . . 

Es INFUNDADO este concepto de impugnación, en atención a las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que estos conceptos de impugnación se analizarán de manera conjunta, en virtud de que los razonamientos expresados en cada punto, guardan una relación estrecha entre sí y en ambos se arguye que la autoridad demandada se encuentra  obligada a demostrar la legalidad del crédito fiscal combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En segundo lugar es importante señalar que el artículo 40 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, establece que los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; esta presunción consiste en que el acto fiscal se encuentra emitido conforme al ordenamiento jurídico que lo regula, esto es, que reúne los elementos y requisitos establecidos por los artículos 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. De este modo, el acto fiscal es válido y produce su efectos jurídicos frente al destinatario o ante cualquier otro particular, porque así lo establece el citado artículo 40 y subsiste  en tanto no se demuestre que es ilegal, de ahí que el interesado  se  encuentra  constreñido  a  desvirtuar  o  destruir esa presunción, por admitir prueba en contrario, pues es una presunción “iuris tantum”; numeral que dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 40.- Los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales. Sin embargo, dichas autoridades fiscales deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”
Así tenemos que la presunción de legalidad de los actos administrativos o fiscales trae consigo los siguientes efectos: la obligatoriedad y exigibilidad del acto, la prohibición de los jueces de declarar de oficio la nulidad del acto y la validez es relativa, por lo que el afectado debe alegar y demostrar sus aseveraciones para probar la ilegalidad del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, se presume de legal el crédito fiscal integrado por los conceptos de: saldo anterior, impuesto al valor agregado del saldo anterior, consumo agua, drenaje, recargos, impuesto al valor agregado y recargos de documentos, dado que por disposición del citado artículo 40 se tiene por cierto sin necesidad de que sea probado, de ahí resulta que se parte de la premisa de que se encuentra emitido conforme a derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta forma, conforme a la regla que establece este artículo 40, el crédito fiscal impugnado goza de la presunción de validez, luego entonces, le corresponde al actor acreditar los extremos de su acción de nulidad, porque la liquidación de ese crédito constituye un acto de naturaleza positiva, toda vez que el recibo que obra en este juicio, refleja la imposición de una obligación de hacer a cargo de la parte actora, consistente en realizar el pago del monto indicado en dicho documento; de manera que si la parte actora pretende que se le reconozca el derecho que dice le asiste de no pagarlo y la condena a la autoridad para que le restablezca en el pleno ejercicio de sus derechos subjetivos que estima le fueron violados, se le genera la carga de probar los hechos de los que deriva su derecho reclamado y la violación del mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es así que, en la especie, atañe al demandante desvirtuar la presunción de legalidad del acto fiscal impugnado en este proceso, lo que puede hacer mediante: a) medios de prueba dirigidos a demostrar los hechos de los que deriva el derecho reclamado y la violación del mismo; b) la expresión de argumentación jurídica tendente a demostrar lo vicios formales o de fondo alegados, o bien, c) la negativa lisa y llana.  Sin embargo, es el caso que la parte demandante no lo hace, pues, si el crédito fiscal se encuentra revestido de la presunción de legalidad, entonces no se le debe exigir a la autoridad la carga de probar su legalidad, ya que en materia tributaria no opera el principio de presunción de inocencia en su vertiente de regla probatoria, en virtud de que este campo dicho principio sólo tiene aplicabilidad en el derecho administrativo sancionador. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo expuesto con antelación, pone de manifiesto que el crédito fiscal impugnado, se encuentra revestido de la presunción de legalidad, en consecuencia, conforme a lo establecido en el artículos 300, fracción I, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es declarar la legalidad y validez del crédito fiscal consignado en el recibo de cobro (…) con fecha de emisión 25 veinticinco de abril del año 2017 dos mil diecisiete, por la cantidad de $33,295.00 (treinta y tres mil doscientos noventa y cinco pesos 20/100 moneda nacional), integrado por los siguientes conceptos: Saldo Anterior $28,165.68 (veintiocho mil ciento sesenta y cinco pesos 68/100 moneda  nacional); Impuesto al Valor Agregado de Saldo Anterior $4,506.60 (cuatro mil quinientos seis pesos 60/100 moneda nacional); Consumo de agua $241.16 (doscientos cuarenta y un pesos 16/100 moneda nacional);  Drenaje $48.23 (cuarenta y ocho pesos 23/100 moneda nacional); Recargos $28.36 (veintiocho pesos 36/100 moneda nacional); Recargos de documentos $86.00 (ochenta y seis pesos 00/100 moneda nacional);  e Impuesto al Valor Agregado $62.85 (sesenta y dos pesos 85/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261, fracción I y VII, 262, fracción II, 287, 298, 299, 262, fracción III, 300 fracciones II y 302 fracciones II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . . . .
SEGUNDO.- Se SOBRESEE el proceso administrativo, únicamente respecto al acto consistente en el apercibimiento de cancelación del contrato de servicios que tiene celebrado por la demandada, por las razones expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del crédito fiscal por la cantidad de $33,295.00 (treinta y tres mil doscientos noventa y cinco pesos 00/100 moneda  nacional), integrado por los siguientes conceptos: Saldo anterior, impuesto al valor agregado del saldo anterior, consumo de agua, drenaje, recargos, recargos documentos e impuesto al valor agregado, consignado en el recibo de cobro (…) expedido con fecha 25 veinticinco de abril del año 2017 dos mil diecisiete; por las razones expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .
